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RESUMEN

El presente artículo analiza el teletrabajo como modalidad organizativa vinculada a la con-
ciliación y a la corresponsabilidad, aborda las condiciones bajo las cuales puede contribuir efec-
tivamente a dichos fines y pone de relieve su carácter ambivalente en este terreno. Tras exponer
los principales datos estadísticos en torno a su implantación y sobre su impacto en la distribución
del tiempo de trabajo, el equilibrio entre vida familiar y profesional y el reparto de los cuidados,
se examina el marco normativo del teletrabajo como instrumento de conciliación familiar, des-
tacando la interacción entre la Ley de Trabajo a Distancia y el derecho previsto en el art. 34.8
ET. Presamente, se estudia con detenimiento el régimen jurídico de la adaptación de la moda-
lidad de prestación de servicios por motivos de conciliación, incluyendo el alcance del deber de
negociación y los parámetros actuales de control judicial ante la denegación empresarial. Fi-
nalmente, se formulan propuestas para orientar el teletrabajo hacia un diseño corresponsable
y preventivo de desigualdades, con especial atención al papel de la negociación colectiva y de
los planes de igualdad. 

ABSTRACT

The article examines teleworking as an organizational arrangement linked to work–life ba-
lance and shared responsibility for care, identifies the conditions under which it can effectively
contribute to these aims, and highlights its ambivalent nature in this area. After presenting sta-
tistical indicators on the prevalence of teleworking and its impact on the allocation of working
time, work-family balance, and the distribution of care work, the article analyses the relevant re-
gulatory framework, with particular emphasis on the interaction between the LTD and the right
enshrined in art. 34. 8 ET. It then considers the legal regime governing requests to adapt work
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arrangements for reconciliation purposes, addressing the scope of the duty to negotiate and the
standards of judicial review where an employer refuses such a request. The article concludes
with proposals aimed at steering teleworking towards a co-responsible design that prevents in-
equalities, with specific attention to the role of collective bargaining and equality plans.
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1. CONSIDERACIONES GENERALES 

En estos últimos años, tras la pandemia, el teletrabajo ha adquirido una posición central en
el debate jurídico laboral, no solo como fórmula de organización del trabajo, sino también como
posible instrumento de conciliación de la vida laboral y familiar. La tendencia a concebir el tele-
trabajo como una solución inmediata a las fricciones entre los tiempos de trabajo y los tiempos
de vida plantea, sin embargo, un interrogante de fondo, porque su capacidad efectiva para fa-
vorecer la conciliación no puede darse por supuesta y requiere un análisis específico en torno
a sus condiciones y efectos. Los propios riesgos asociados a esta modalidad (relativos, entre
otros aspectos, a la amplia disponibilidad y la intensificación del trabajo) obligan a ser cautelo-
sos. De modo que el presente estudio pretende evaluar si el teletrabajo favorece realmente la
conciliación, si actúa como catalizador de prácticas corresponsables o si, por el contrario, puede
operar como un impedimento o incluso como mecanismo de reproducción de desigualdades.

Como punto de partida hay que apuntar que la perspectiva de igualdad entre mujeres y hom-
bres debe informar el análisis del régimen jurídico del trabajo a distancia y, en particular, del te-
letrabajo. Y este enfoque es en realidad una exigencia metodológica: el trabajo en remoto incide
directamente en la ordenación del tiempo de la prestación laboral, en la posibilidad de acceder
a oportunidades profesionales, en la trayectoria laboral de las personas trabajadoras y, en último
término, en la distribución social de los cuidados. De ahí que podamos señalar que la relación
entre teletrabajo y conciliación no resulta neutra desde la perspectiva de género. Así, esta ma-
teria deberá abordarse tomando en consideración la conciliación corresponsable, como uno de
los componentes de la dignidad en el trabajo, precisamente para evitar la reproducción de roles
tradicionales y, en particular, la relegación de las mujeres a un segundo plano en la esfera la-
boral. Téngase en cuenta que, en ausencia de medidas eficaces frente a los estereotipos de
género y de una cultura sólida de corresponsabilidad en las tareas de cuidado, se corre el riesgo
de que el teletrabajo se convierta en una vía directa para las mujeres hacia la asunción simul-
tánea de una doble carga (de trabajo remunerado y no remunerado), reforzando así las des-
igualdades estructurales que el Derecho del Trabajo aspira justamente a corregir1.

A sabiendas de que la conciliación entendida en clave de corresponsabilidad implica un
avance efectivo hacia la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, cobra sentido la
búsqueda de un equilibro real entre la esfera profesional, la vida familiar y el desarrollo personal,
sin que las tareas de cuidado y de sostenimiento de la vida penalicen la trayectoria laboral de
las personas, ni que las exigencias del trabajo impidan asumir dichas responsabilidades. Para
ello es evidente que sigue siendo necesario, como presupuesto al tema que aquí se pretende
abordar, que quienes integran la unidad familiar asuman de forma conjunta, justa y proporcio-
nada las obligaciones indispensables para el mantenimiento de la vida familiar.  
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1 Advierten CARDONA RUBERT y CABEZA PEREIRO que «la relación entre el trabajo a distancia y la correspon-
sabilidad constituye un espacio sensible en el que pueden producirse consecuencias perjudiciales para las mujeres
y para colectivos feminizados», en «Derechos digitales con perspectiva de género en el entorno laboral», Revista
de Trabajo y Seguridad Social. CEF, n.º 489, 2025, p. 120.
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Por otro lado, y dejando al margen el teletrabajo en el sector público previsto en el art. 47
bis EBEP —donde recientemente se han puesto en marcha variadas fórmulas vinculadas a con-
ciliación, flexibilidad y modernización organizativa—, importa destacar que el reconocimiento
normativo de su potencial como instrumento de conciliación ya está presente en la Directiva
2019/1158, de 20 de junio (planteamiento que no incorporaba el Acuerdo Marco Europeo sobre
Teletrabajo de 16 de julio de 2002). Desde esta lógica, ya prevista en el RDL 6/2019, de 1 de
marzo, el legislador europeo configura un verdadero derecho a la conciliación de la vida familiar
y profesional mediante el recurso a modalidades flexibles de trabajo, entre ellas el trabajo a dis-
tancia, al entender que estas fórmulas pueden contribuir a corregir desequilibrios estructurales
en la distribución del trabajo no remunerado que sigue recayendo de manera principal sobre
las mujeres (art. 3.1, f de la Directiva). 

Ahora bien, la propia exposición de motivos de la posterior Ley 10/2021, de 9 de julio (LTD),
ya da cuenta de una relación entre ambas dimensiones que resulta ambivalente y controvertida.
Esto es, valora el ahorro de tiempo en desplazamientos y la cercanía que ello comporta con
quienes precisan de los cuidados, al tiempo que destaca los márgenes de flexibilidad y autoor-
ganización del teletrabajo; pero, seguidamente, apunta los inconvenientes que una implemen-
tación indebida de esta fórmula puede acarrear, en cuanto a la dilución de límites entre el ámbito
privado y el laboral2, junto al riesgo psicosocial en términos de tecnoestrés y aislamiento que
terminan erosionando las relaciones sociales entre los trabajadores. En todo caso, el teletrabajo
difícilmente puede operar como respuesta suficiente si no se acompaña de apoyos externos al
cuidado (centros de día, atención domiciliaria, actividades extraescolares, etc.). La escasez de
servicios accesibles impide al teletrabajo comportarse como una verdadera ventaja, al tiempo
que incrementa la posibilidad de que acabe convirtiéndose en una carga añadida, especialmente
para las mujeres, quienes siguen asumiendo mayoritariamente las responsabilidades de cui-
dado. 

2. INDICADORES ESTADÍSTICOS Y EVOLUCIÓN RECIENTE DEL TELETRABAJO

Con carácter previo conviene dimensionar cuantitativamente el fenómeno del teletrabajo
para precisar su alcance real y su grado de implantación en el mercado de trabajo español.
Sólo a partir de datos concretos es posible analizar por qué tiene sentido hablar del teletrabajo
como posible instrumento de conciliación en el contexto actual, o, en su caso, poner de relieve
los límites de ese potencial conciliador.

A) De acuerdo con los datos de la EPA correspondiente al cierre de 2024, el 7,8 % de las
personas ocupadas presta servicios desde su domicilio habitualmente y el 7,6 % lo hace de ma-
nera ocasional3. La «Encuesta sobre Equipamiento y Uso de Tecnologías de la Información y
Comunicación (TIC) en los Hogares (año 2024)», elaborada por el INE, sitúa el teletrabajo en
el 15,1 % de la población ocupada, siendo su distribución territorial heterogénea, pues se con-
centra principalmente en Madrid y Cataluña y, a distancia, en Andalucía4. En el plano europeo,
el EU Labour Force Survey de Eurostat5 muestra un crecimiento sostenido. La media europea
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2 Téngase presente que en la «Declaración Europea sobre los Derechos y Principios Digitales para la Década Di-
gital» (2023/C 23/01), DOUE 23 de enero de 2023, el Parlamento, Consejo y Comisión Europea se comprometen
a «velar por que toda persona pueda desconectar y beneficiarse de salvaguardias para asegurar el equilibrio
entre vida privada y vida laboral en un entorno digital», como parte de las condiciones de trabajo justas y equita-
tivas. 
3 Datos disponibles en la Nota de Prensa https://www.ine.es/dyngs/Prensa/vsEPA2024.htm
4 Consúltese la nota de prensa disponible en https://www.ine.es/dyngs/Prensa/TICH2024.htm?utm_source. 
5 Así se refleja en el capítulo sexto «Construir una Europa justa y social» de «La UE en 2024. Informe general
sobre la actividad de la Unión Europea». Oficina de Publicaciones de la Unión Europea, (https://op.europa.eu/web-
pub/com/general-report-2024/es/chapter6.html). También se indica que el teletrabajo está muy extendido en Pa-
íses Bajos, Irlanda, Dinamarca (más de un tercio de la población trabajadora) y en Países Bajos (alrededor de la
mitad). Cercanos a la media europea se sitúan España, Italia, Portugal y Alemania; mientras que el número es
muy inferior en Bulgaria, Rumanía y algunos países de Europa central u oriental, con cifras por debajo del 5 %. 
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de personas que teletrabajan pasa del 11,1 % en 2019 al 22,4 % en 2023, con un 13,3 % que
lo hace ocasionalmente y un 8,9 % de forma habitual. En el caso de España, el nivel de implan-
tación está por debajo de países europeos con mayor grado de digitalización, lo que probable-
mente también responde a la propia estructura ocupacional de nuestro país, a factores culturales
e, incluso, a las resistencias organizativas que aún a día de hoy persisten. Precisamente el re-
ciente Informe InfoJobs 2025, basado en una encuesta a más de 1 500 empresas, estima que
para el 42 % de las empresas el teletrabajo complica la gestión de equipos, supone una merma
de la comunicación espontánea y debilita los lazos entre empleados, factores que probable-
mente están limitando su despliegue como instrumento de conciliación6. Pese a ello, no estamos
ya ante una respuesta coyuntural frente a la pandemia7; progresivamente se ha ido consolidando
como forma de organización del trabajo, si bien la inclinación es hacia modelos híbridos frente
a modalidades íntegramente a distancia8.

B) Desde la dimensión de género, los datos recientes apuntan a que no opera como factor
fuertemente determinante de la probabilidad de teletrabajar, al menos si se atiende exclusiva-
mente a las tasas de acceso al mismo. El Observatorio Nacional de Tecnología y Sociedad
(ONTSI), a partir de la EPA de 2024, indica que el teletrabajo es ligeramente más frecuente
entre las mujeres (14,8 %) que entre los hombres (14,0 %)9. Y cifras similares se observan en
el Informe de InfoJobs, ya citado. En todo caso, la brecha por sexo es muy reducida y su inter-
pretación debe partir de un condicionante estructural, la distinta distribución de mujeres y hom-
bres en ocupaciones y sectores teletrabajables. En España, el 69,3 % de los hombres y el 65,1
% de las mujeres desempeñan trabajos que no permiten teletrabajar. En este marco, las pe-
queñas diferencias pueden deberse a la concentración del teletrabajo en determinados perfiles
ocupacionales ampliamente feminizados (tareas de apoyo administrativo, puestos técnicos de
nivel medio o actividades de servicios intensivas en TIC como la atención telefónica y on line o
la gestión vinculada al comercio electrónico). 

En el ámbito europeo la encuesta oficial de Eurofound «Living and Working in the EU e-sur-
vey», con datos hasta el año 2024 y basada en muestras representativas de los Estados miem-
bros, da cuenta de una mayor presencia masculina en fórmulas híbridas (27 % de los hombres
frente al 22 % de las mujeres), con una leve sobrerrepresentación femenina en el trabajo total-
mente presencial (10 % frente a un 7 %)10. De modo que una lectura de conjunto sugiere que,
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6 Así en la V Radiografía del teletrabajo en España, septiembre 2025 (https://nosotros.infojobs.net/wp-content/uplo-
ads/2025/09/Informe_teletrabajo_2025.pdf). Dicha encuesta, referida a junio de 2025, muestra que aproximada-
mente una de cada cuatro personas ocupadas teletrabaja en España (25 %). Aunque las cifras no son
comparables con las del INE (tanto por la diferencia de fuentes, metodología y momento temporal del estudio),
permiten situar la incidencia del teletrabajo en una horquilla que oscila entre un 15 % y un 25 %, lo que indica que
nos encontramos ante un fenómeno de implantación significativa en el mercado de trabajo español.
7 Dicho Informe también destaca que el 43 % de los teletrabajadores buscarían otro empleo si su empresa impu-
siera un modelo totalmente presencial. Por su parte, la encuesta de Eurofound «Quality of life in the EU in 2024:
Results from the Living and Working in the EU e-survey», Oficina de Publicaciones de la Unión Europea, Luxem-
burgo, p. 6 (https://www.eurofound.europa.eu/en/publications/all/quality-life-eu-2024-results-living-and-working-
eu-e-survey), señala que un 56 % de las mujeres y un 54 % de los hombres declaran querer trabajar desde casa
al menos varias veces por semana, y la proporción de quienes desearían teletrabajar exclusivamente aumenta
del 13 % en 2020 al 24 % en 2024. Y es que, tal y como deja patente el estudio EURES - European Employment
Services, «Labour Market Information: Spain», de 24 febrero 2025, uno de los motivos principales para cambiar
de empleo es buscar un mejor equilibrio entre el trabajo y la vida personal y familiar. Disponible en: https://eures.eu-
ropa.eu/living-and-working/labour-market-information/labour-market-information-spain_en
8 Vid. el Informe del CES, «Mujeres, trabajos y cuidados: Propuestas y perspectivas de futuro» (Informe 01/2022),
2022, p. 48. https://www.ces.es/documents/10180/5263052/Inf0122.pdf/8283bf1c-0f10-1f2d-7e55-444949c4def1
9 «Teletrabajo 2024. Edición 2024 (Flash)», 2024, p. 4 (https://www.ontsi.es/sites/ontsi/files/2024-08/Flash%20Te-
letrabajo%202024.pdf). Sin grandes variaciones respecto a los datos ofrecidos en el Informe «Brecha digital de
género 2023. Edición 2024-Datos 2023», pp. 34-38, que puede consultarse en:
https://www.ontsi.es/sites/ontsi/files/2024-03/Brecha%20de%20g%C3%A9nero%202024_v05_a_0.pdf
10 Como refleja la encuesta «Quality of life in the EU in 2024: Results from the Living and Working in the EU e-sur-
vey», cit., pp. 5-8. 
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desde una perspectiva cuantitativa, variables como la ocupación y el sector de actividad, el nivel
educativo o el tamaño de la empresa resultan más influyentes en las cifras de teletrabajo11. 

C) Si incorporamos el tamaño del hogar como variable de análisis, se aprecia que conforme
aumenta el número de personas integrantes del hogar, disminuye la proporción de teletrabaja-
dores. El teletrabajo es más frecuente en hogares unipersonales (17 %) y su incidencia des-
ciende a medida que crece el número de miembros, situándose en torno al 15 % en hogares de
tres personas y al 14 % en los de cuatro12. Este comportamiento sugiere que, en la práctica, el
teletrabajo no se está extendiendo prioritariamente entre los hogares con mayores necesidades
objetivas de conciliación, previsiblemente asociados a una mayor presencia de cargas familia-
res, sino que tiende a concentrarse en perfiles con cargas de cuidado potencialmente menores.
En consecuencia, en su configuración actual, el teletrabajo parece operar como un recurso se-
lectivo cuyo acceso se distribuye de forma socialmente desigual.  

Esta lectura se inserta, además, en un contexto de aumento significativo de las necesidades
de cuidados, impulsado por cambios sociales, demográficos, sanitarios y por el envejecimiento
de la población, que desplaza crecientemente el cuidado de las personas mayores al entorno
familiar. Un ámbito que continúa descansando en el uso intensivo del tiempo y del trabajo no
remunerado de las mujeres en el hogar, junto con la externalización de una parte creciente de
esos cuidados a otras mujeres, en particular migrantes, a través del empleo de hogar, con la
consiguiente profundización y estratificación de las desigualdades de género13.

D) Dejando a un lado las cifras totales, en las que la prevalencia femenina no es muy amplia,
el teletrabajo plantea riesgos evidentes desde la perspectiva de género cuando se atiende a su
uso diferenciado. Es decir, cuando se accede al teletrabajo por motivos de conciliación familiar,
son las mujeres quienes en mayor medida recurren a esta deslocalización de la prestación de
servicios para sostener con mayor intensidad las tareas de cuidado14. Si esa opción responde
a una decisión verdaderamente libre, no plantea objeciones en sí misma. Sin embargo, no puede
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11 El estudio del ONTSI «Teletrabajo 2024» destaca que «el teletrabajo en personas que trabajan por cuenta propia
alcanza el 29 %, mientras que en asalariados es el 11,8 %» (p. 4). 
12 Cifras del Informe de InfoJobs, ya citado, p. 9. 
13 Tal y como se ha afirmado, «la conciliación familiar (cuidado de menores, mayores y dependientes), es una ne-
cesidad social de primera magnitud que aún es tratado, casi exclusivamente, como un problema privado. Hay
que reivindicar la cultura de los cuidados, y poner a la persona necesitada de éstos en primer plano —lo que con-
lleva separar la palabra conciliación del sexo femenino, así como reivindicar el derecho de los hombres a ejercer
su papel como cuidadores—. Se trata de revertir una cultura de los cuidados basada en el trabajo de las mujeres
y esto no cambiará si no se cambian hábitos, valores, sensibilidades, y en general una cultura de la explotación
(y autoexplotación) femenina». Así en VIDA FERNÁNDEZ, R. «El rol de la representación legal de los trabajadores
y de la negociación colectiva para la conciliación de la vida laboral y familiar de la persona teletrabajadora», en
DURÁN BERNARDINO, M. (dir.) y VIDA FERNÁNDEZ, R. (coord.), Teletrabajo y conciliación de la vida laboral,
familiar y personal en clave de género, Dykinson, Madrid, 2022, p. 106. Vid. también a CASTRO CONTE, M.,
«Teletrabajo y conciliación familiar: el accidente de trabajo y la frontera del domicilio», en MOLERO MARAÑÓN,
M.ª L. y GARCÍA GIL, M. B. (dirs.), Mujer trabajadora: tejiendo equidad en la era tecnológica, Tirant lo Blanch, Va-
lencia, 2025, p. 213. 
14 De acuerdo con los datos del Informe de Eurofound «Unpaid care in the EU», Publicaciones de la Oficina de la
UE, Luxemburgo, 2025, cerca del 45 % de la población de la UE realiza cuidados no remunerados, siendo las
mujeres las más propensas a hacerlo, especialmente de forma intensiva y combinando varios tipos de cuidados.
Además, el 61 % de las personas que prestan cuidados de larga duración y el 67 % de quienes cuidan de menores
son también trabajadores. Esta combinación de empleo y cuidados intensivos entraña riesgos que aquí se detallan
(https://www.eurofound.europa.eu/es/publications/all/unpaid-care-eu). Por su parte, el Infome de Eurofound, «The
rise in telework: Impact on working conditions and regulations», 2022, p. 1, evidenció que durante la pandemia
las teletrabajadoras mujeres encontraron más difícil que los hombres equilibrar el teletrabajo con su vida privada,
precisamente porque asumieron la mayor parte del trabajo de cuidados adicional (https://assets.eurofound.eu-
ropa.eu/f/279033/abeb6083ef/ef22005en.pdf).
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soslayarse el peligro de reforzar patrones tradicionales que se consideraban en proceso de su-
peración, de consolidar un espacio de trabajo precario y feminizado y, en definitiva, de intensi-
ficar el llamado «techo de cristal».

Este fenómeno debe tenerse muy presente por dos razones: a) en primer lugar, porque en
torno al teletrabajo por razones de conciliación persisten ciertos prejuicios que lo infravaloran
frente al trabajo presencial, con efectos potenciales sobre la evaluación del desempeño, la pro-
gresión en la carrera profesional y el acceso de las mujeres a puestos de mayor responsabilidad;
b) en segundo término, porque cuando el teletrabajo para la conciliación familiar se organiza
reservando las franjas centrales de la jornada a los cuidados y desplazando el trabajo remune-
rado a tramos residuales, ya sea en horarios nocturnos o mediante periodos altamente frag-
mentados —en los que se alternan sin apenas pausa las tareas profesionales y familiares o
incluso se solapan—, la organización del tiempo resultante tiende a proyectarse negativamente
en el plano laboral y personal. Con frecuencia se traduce en una disminución del rendimiento y
en una reducción de las oportunidades de desarrollo profesional; pero también, además, en una
mayor probabilidad de fatiga, insatisfacción y deterioro de la salud física y psíquica, con el con-
siguiente menoscabo de la seguridad y salud en el trabajo.

En resumidas cuentas, tal y como apuntaba el Dictamen del CESE sobre «Los retos del te-
letrabajo: organización de la jornada de trabajo, equilibrio entre vida privada y vida laboral y de-
recho a desconectar»15, los efectos del teletrabajo sobre la conciliación «son extraordinariamente
ambiguos, cuando no contradictorios». Si bien, aunque presenta un sesgo de género menor
que las medidas clásicas de conciliación (como las excedencias por cuidado, las reducciones
de jornada debidas a motivos familiares o, incluso, el empleo a tiempo parcial)16, repercute tam-
bién negativamente en las mujeres en términos de conciliación, desconexión digital y salud17,
lo que no conviene minusvalorar, en cuanto persisten desigualdades de fondo vinculadas a la
tradicional asunción de las responsabilidades familiares. 

3. MARCO NORMATIVO DEL TELETRABAJO COMO INSTRUMENTO DE CONCILIACIÓN
FAMILIAR 

Corresponde ahora examinar en qué medida el ordenamiento jurídico aborda la deslocali-
zación de la persona trabajadora de un lugar concreto de prestación de servicios y cuál es el
tratamiento que le dispensa cuando se conecta con necesidades de conciliación. En primer tér-
mino, es oportuno destacar que la LTD plantea esta cuestión desde una concepción amplia de
la conciliación, dirigida a asegurar un equilibrio razonable entre el trabajo y la vida privada y,
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15 2021/C 220/01, publicado en el DOUE el 9 de junio de 2021. 
16 Recientemente el estudio de BOVER, O.; GUNER, N.; KULIKOVA, Y.; RUGGIERI, A. y SANZ, C. «Family-
friendly policies and fertility: What firms have to do with it?», Banco de España, Documentos de Trabajo, n.º 2547,
2025, pp. 27–29, 36 y 46, da cuenta de la utilización marcadamente mayoritaria por mujeres de la reducción de
jornada por razones de conciliación y el deterioro de las oportunidades de empleo y promoción que dicha circuns-
tancia trae consigo (disponible en la dirección https://repositorio.bde.es/handle/123456789/41858). De esta situa-
ción también se hacían eco las SSTC 128/2020, de 21 septiembre y 168/2020, de 16 noviembre. Expresaba al
respecto CASAS BAAMONDE, M.ª E. «Distribución irregular de la jornada, flexibilidad del tiempo de trabajo y
tiempo de vida personal y familiar», Revista Jurídica de la Universidad de León, n.º 4, 2017, p. 22, que «los de-
rechos de conciliación, desafortunadamente, producen una nueva segregación de género y consolidan la posición
de las mujeres en el inequitativo reparto actual de las cargas familiares y domésticas con los hombres, con costes
muchas veces irreparables en la regularidad y ascensos de sus carreras y derechos profesionales y de seguridad
social, incluidos los planes de pensiones. Señaladamente, en sus modalidades de reducción de tiempo de trabajo
–de jornada− y excedencias para el cuidado de hijos y familiares». 
17 Consúltese el estudio de la European Agency for Safety and Health at Work, «Exploring the gender dimension
of telework: implications for occupational safety and health», Discussion paper, 2024 (https://healthy-
workplaces.osha.europa.eu/en/publications/exploring-gender-dimension-telework-implications-occupational-sa-
fety-and-health). 
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asimismo, entre las exigencias de la vida familiar y las obligaciones laborales. Concretamente,
la previsión garantista del art. 4.5 LTD impide que el recurso al teletrabajo pueda justificar una
merma, condicionamiento o trato diferenciado en el acceso y ejercicio de los derechos de con-
ciliación legales o convencionales. Esta salvaguarda alcanza, como se verá, al acceso al me-
canismo de adaptación de jornada del art. 34.8 ET, en coherencia con lo dispuesto también en
el art. 13 LTD, dado que el teletrabajo solicitado por razones de conciliación suele requerir una
adaptación complementaria de horarios o de turnos. Así pues, no puede argumentarse para re-
chazar una solicitud en este sentido que el teletrabajo ya es, por sí mismo, una solución «sufi-
ciente» a las necesidades de conciliación, utilizándose para deslegitimar ulteriores adaptaciones
del tiempo de trabajo.

Precisamente, resulta necesario implementar adecuadamente el teletrabajo en las empresas
a fin de evitar que, en la práctica, su despliegue derive en una restricción del ejercicio de los
derechos de conciliación por parte de las personas teletrabajadoras. Este escenario puede venir
motivado por la percepción empresarial de que, dado que la prestación se realiza desde el
propio domicilio (u otro lugar), determinados permisos de conciliación resultan prescindibles;
pero también por la propia renuncia de la persona trabajadora, quien puede temer que el em-
pleador cuestione la necesidad de ejercer el derecho o sospeche un uso abusivo del mismo, lo
que acabaría proyectando una imagen de menor compromiso, seriedad o disponibilidad. Y es
que no conviene obviar que subsisten ciertas reticencias en torno al teletrabajo, el cual suele
ser ya considerado una ventaja que, por sí sola, debería reducir la necesidad de acceder y dis-
frutar de otros derechos de conciliación18.

Pese a que no hay duda de que la normativa general sobre conciliación resulta extensible
al trabajo a distancia, su implementación presenta particularidades derivadas de las singulares
condiciones de organización y control propias de esta modalidad de prestación19. Lo cierto es
que el régimen jurídico vigente en materia de derechos de conciliación está diseñado, en lo
esencial, de espaldas a la realidad del teletrabajo20. Los preceptos que articulan dichos derechos
ni siquiera incorporan esta modalidad de prestación como categoría relevante; y este proceder
no tiene una importancia menor, porque invisibiliza uno de los instrumentos que en la práctica
se utilizan para compatibilizar empleo y cuidados y, al hacerlo, dificulta tanto la adecuada tutela
del derecho a la conciliación, como la incorporación de una perspectiva de género que permita
identificar y corregir los efectos desiguales que la organización del trabajo sigue produciendo
sobre las trabajadoras.

Con todo, es evidente que quienes prestan servicios en remoto podrán disfrutar de los de-
rechos vinculados al nacimiento y cuidado del menor (art. 48.4, 5 y 6 ET), de la suspensión del
art. 46.3 ET, la reducción de jornada del art. 37.6 ET y del art. 37.5 ET referido a la ausencia o
reducción de jornada en caso de hospitalización del recién nacido, de la ausencia retribuida por
fuerza mayor ante motivos familiares urgentes (art. 37.9 ET)21, o del permiso parental para el
cuidado de un menor hasta los ocho años del art. 48 bis ET. Igualmente, no cabe oponer reparos
a la posibilidad de acogerse al permiso por lactancia del art. 37.4 ET cuando se opta por disfru-
tarlo de forma no acumulada, ni al derecho del art. 37.3 f) ET con ocasión de la realización de
exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto, así como para efectuar los trámites
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18 GALA DURÁN, C., «El impacto del teletrabajo en la conciliación de la vida laboral y familiar: ¿avance u obstá-
culo?», en SÁNCHEZ HUETE, M. Á. (dir.), Conectadas y desiguales: la brecha de género en la era digital, Editorial
Reus, Barcelona, 2025, p. 109. 
19 In extenso, sobre esta cuestión, vid. nuevamente a GALA DURÁN, C., «El impacto del teletrabajo…», cit., pp.
102-103.   
20 Vid. CASTRO CONTE, M., «La eficacia aplicativa de las medidas de conciliación a las personas teletrabajado-
ras», en DURÁN BERNARDINO, M. (dir.) y VIDA FERNÁNDEZ, R. (Coord.), Teletrabajo y conciliación… cit., prin-
cipalmente, p. 179. 
21 La SAN 13 de febrero de 2024 (rec. 315/2023) se ha pronunciado a favor del carácter retribuido de este permiso,
sin necesidad de pacto expreso ni regulación en convenio colectivo. 
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debidos en casos de adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento. Y lo mismo hay
que afirmar del reciente permiso del art. 37.3 g) (sic) ET, en referencia a los actos preparatorios
de la donación de órganos o tejidos, habitualmente vinculados a razones familiares. Es impor-
tante recalcar que todos estos derechos se proyectan en igualdad de condiciones sobre el tra-
bajo en remoto que se presta en exclusividad, así como sobre aquel que se desempeña de
forma parcial durante determinadas horas o días de la semana. Por tanto, la empleadora debe
ajustar las expectativas sobre los resultados exigibles y adaptar la carga de trabajo a estas si-
tuaciones, con independencia de que tales derechos se pretendan ejercer en días (u horas) de
trabajo presencial o en días (o franjas horarias) de teletrabajo. De lo que se trata, en todo caso,
es de evitar que el disfrute del derecho se vea finalmente neutralizado por una prolongación de
facto de la jornada, asociada a una conexión ininterrumpida o a una disponibilidad digital ex-
tendida.

Otra de las cuestiones a considerar, en segundo lugar, es la dimensión temporal del teletra-
bajo como eje central de la conciliación. La LTD contiene una lacónica mención en su art. 13,
limitándose a reconocer la posibilidad de flexibilizar el horario de conformidad con los términos
establecidos en la negociación colectiva, pero también en el acuerdo de trabajo a distancia (art.
7, c LTD), siempre que se respeten los tiempos de disponibilidad obligatoria y la normativa ge-
neral sobre jornada y descansos. En este marco el teletrabajo se desarrolla, al menos formal-
mente, bajo grados variables de «autogestión» en torno a cuándo se presta el servicio y cuándo
se descansa, en una línea próxima a la noción de «soberanía sobre el tiempo» muy presente
en los textos internacionales22. Conviene sin embargo introducir dos precisiones: 

a) Esta pretendida autonomía para ordenar los tiempos de prestación de servicios y de des-
canso a veces es más ficticia que real. Los márgenes de disponibilidad pueden venir fijados por
la empresa, en cuyo caso la persona trabajadora suele limitarse a asumirlos en el acuerdo de
trabajo a distancia, sin una negociación efectiva sobre este punto. Y a ello se añade que, en
este contexto, es frecuente la sobreconexión y un control empresarial que deja de ser estricta-
mente horario, pasando a basarse en la medición del rendimiento.

b) La flexibilización horaria ligada al teletrabajo presenta un carácter estructuralmente am-
bivalente. Por un lado, constituye uno de sus principales atractivos para quien busca conciliar,
especialmente cuando elimina tiempos de desplazamiento y facilita la articulación entre trabajo
remunerado y responsabilidades familiares. Por otro, el hecho de desdibujar las fronteras entre
trabajo y descanso puede conducir a una expansión del tiempo de trabajo, al alargamiento sis-
temático de las jornadas y a la intensificación de una «doble presencia» o «doble disponibilidad»
(siempre disponible para el trabajo y siempre disponible para la familia), muy especialmente en
el caso de las mujeres, con los efectos negativos que ello comporta. Además, en términos más
precisos, la flexibilización horaria en el trabajo remoto suele implicar la prolongación de la jor-
nada durante los tiempos de ocio y descanso, incluidos fines de semana y vacaciones, con una
invasión del tiempo libre que, en ocasiones, es incluso propiciada por el propio teletrabajador
para hacer frente a cargas de trabajo excesivas23. El resultado es un impacto muy negativo en
la salud y, en definitiva, en la propia calidad de vida. 

Para terminar, conviene subrayar que el derecho a la desconexión digital opera como con-
dición instrumental de la conciliación (art. 18 LTD, en conexión con el art. 88 LO 3/2018 y el art.
20 bis ET). Conciliar exige disponer de tiempos real y efectivamente libres de trabajo. Desde
esta perspectiva, el art. 18 LTD reconoce a las personas que trabajan a distancia, particular-
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22 Así en el Informe OIT de 2019, «Trabajar para un futuro más prometedor», disponible en
https://www.ilo.org/sites/default/files/wcmsp5/groups/public/@dgreports/@cabinet/documents/publication/wcms_66
2442.pdf
23 Vid. CAIRÓS BARRETO, D. M.ª, «Tiempo de trabajo, digitalización y teletrabajo (1)», Trabajo y Derecho, núm.
13, 2021, pp. 4 y 19 de la versión digital. 
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mente en teletrabajo, el derecho a la desconexión digital fuera de su horario de trabajo. El deber
empresarial de garantizarla comporta una limitación del uso de los medios tecnológicos de co-
municación empresarial y de trabajo durante los periodos de descanso, así como el respeto a
la duración máxima de la jornada y a cualesquiera límites y garantías en materia de jornada
previstos legal o convencionalmente. Esta previsión se completa con la exigencia de una política
interna, elaborada previa audiencia de la representación legal de las personas trabajadoras, di-
rigida también a quienes ocupen puestos directivos, que defina las modalidades de ejercicio del
derecho y las acciones de formación y sensibilización sobre un uso razonable de las herramien-
tas tecnológicas. Se perfila así un esquema de concreción en el que el protocolo empresarial
opera como instrumento de efectividad, pero queda necesariamente anclado al marco normativo
y negocial aplicable, en cuanto que ha de ser una «política que deberá atender —sin duda– las
exigencias legales y convencionales»24. 

Lo que sucede es que la propia configuración del trabajo remoto, como prestación de servi-
cios movible y multifuncional, dificulta el aislamiento digital al término de la jornada. Esta cir-
cunstancia refuerza la necesidad de articular mecanismos verdaderamente eficaces que
preserven a estas personas trabajadoras frente a comunicaciones laborales intempestivas, tanto
meramente informativas como impositivas, procedentes no solo de quienes ejercen potestades
de mando, sino también de compañeros, proveedores o clientes, cuya demanda de respuesta
inmediata a menudo alimenta una cultura de disponibilidad permanente que erosiona el reposo
necesario25. A mayor abundamiento, la flexibilidad horaria que suele reivindicarse para acomodar
la prestación a circunstancias personales y familiares no puede confundirse con una suerte de
vía libre para una conectividad ilimitada que desnaturalice el descanso necesario26.

4. ADAPTACIÓN DE LA MODALIDAD DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS POR MOTIVOS
DE CONCILIACIÓN DE LA VIDA FAMILIAR Y LABORAL

Resulta necesario detenerse en el acceso al trabajo a distancia a través del cauce específico
previsto en el art. 34.8 ET, pues ha ido adquiriendo un protagonismo creciente como garantía
de conciliación. Este instrumento viene articulado a partir del RDL 6/2019, de 1 de marzo, y se
consolida posteriormente con las modificaciones introducidas por el RDL 5/2023, de 28 de junio
(tomando el relevo, en este punto, a la malograda Ley de Familias). De modo que la singularidad
del teletrabajo como simple forma de organización del trabajo queda parcialmente desdibujada,
en la medida en que se integra en el sistema de garantías propio de los derechos de conciliación
y su efectivo disfrute se articula a través de una modalidad procesal específica para este tipo
de controversias (arts. 138 bis, segundo apartado y 139 LJS). Es decir, en detrimento de la vo-
luntariedad de la empresa ante el teletrabajo28, este instrumento queda ligado a la eficacia del
derecho de conciliación por causa familiar, lo que le dota de una dimensión constitucional29,
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24 Recientemente, STS 11 noviembre 2025 (rec. 204/2024). 
25 De ello ya daban cuenta SÁNCHEZ TRIGUEROS, C. y FOLGOSO OLMO, A., «En torno a la “desconexión digital”»,
Revista Internacional y Comparada de Relaciones Laborales y Derecho del Empleo, vol. 9, n.º 2, 2021, p. 34. 
26 Se remite en este punto a las reflexiones ya expuestas en MORATO GARCÍA, R. M.ª, «Desconexión y control
del tiempo de trabajo en la era digital», en AEDTSS, Tiempo de trabajo y cambio climático: XXXV Congreso Anual
de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, Ministerio de Trabajo y Economía
Social, Madrid, 2024, principalmente p. 244.  
27 Así en CABEZA PEREIRO, J. y CARDONA RUBERT, M.ª B., «Derechos digitales con perspectiva de género…»
cit., p. 123.  
28 Vid. LÓPEZ BALAGUER, M., «La voluntariedad del trabajo a distancia en el RDL 28/2020: ¿es el derecho al
trabajo a distancia por conciliación una excepción?», El Foro de Labos, 19 octubre 2020 (https://www.elforodela-
bos.es/2020/10/la-voluntariedad-del-trabajo-a-distancia-en-el-rdl-28-2020-es-el-derecho-al-trabajo-a-distancia-
por-conciliacion-una-excepcion/). 
29 AGUSTÍ MARAGALL, J., «El derecho de adaptación de jornada ex art. 34.8 ET después del Real Decreto Ley
6/2019. La cuestión de la corresponsabilidad en su reconocimiento», Revista Jurisdicción Social, n.º 199, 2019,
p. 28.
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tanto desde la perspectiva del derecho a la no discriminación (art. 14 CE), como desde el man-
dato de protección a la familia y a la infancia (arts. 14 y 39 CE), en conexión con la intimidad fa-
miliar (art. 18 CE)30. 

En la práctica este tipo de solicitudes son recurrentes en las empresas, ya sea para teletra-
bajar íntegramente o a tiempo parcial, o incluso en determinados periodos —como los días no
lectivos de los hijos, recesos vacacionales como las Navidades o durante enfermedades con-
cretas de familiares—. La conflictividad es amplia y, sin pretender aquí un análisis exhaustivo
del procedimiento y del cauce procesal, sí conviene abordar algunos aspectos de su régimen
jurídico. Es sabido que no estamos ante un derecho subjetivo absoluto e incondicionado, pues
está sometido a la necesidad de ponderación de las circunstancias concurrentes, como se verá
a continuación. El art. 34.8 ET no confiere un «derecho a imponer», sino a «solicitar» la modi-
ficación de la forma de prestación laboral mediante la activación de un procedimiento dirigido a
obtener una adaptación razonable. Este diseño se apoya, de hecho, en una línea jurisprudencial
previa a la reforma de 2019, que al examinar el art. 37.6 ET ya había negado la existencia de
una libre configuración unilateral de la jornada por parte de la persona trabajadora (STS 13 junio
2008, rec. 897/2007). Además, el procedimiento de solicitud queda sujeto a lo previsto en la ne-
gociación colectiva, que en todo caso debe fundarse en criterios y sistemas equitativos que ga-
ranticen la ausencia de discriminación, directa o indirecta, entre mujeres y hombres31. Si bien,
los acuerdos colectivos en la empresa sobre teletrabajo en ningún caso pueden bloquear la
aplicación del art. 34.8 ET y «conducir a excluir sin más la posibilidad del trabajo a distancia
como medida de conciliación si la misma resulta necesaria o útil a tal efecto y no concurre una
real y concreta causa empresarial que pueda ponderarse como motivo de oposición»32. 

A) Garantías procedimentales: negociación de buena fe y consecuencias de su in-
cumplimiento 

Es importante documentar de forma verificable la presentación de la solicitud y remitirla al
canal o a la persona competente33, especificando con precisión las concretas circunstancias de
conciliación que se pretenden atender en relación con el sujeto causante (edad, grado de de-
pendencia, franjas horarias, la medida de adaptación que se propone y la duración estimada
de la misma)34. En ausencia de regulación colectiva la empresa está obligada a abrir un proceso
negociador conforme a las exigencias de la buena fe, lo que implica un verdadero diálogo pro-
activo entre las partes, con intercambio de información, propuestas y valoración de alternativas35,
con el propósito de alcanzar un acuerdo que satisfaga a ambas36. Este proceso negociador ha
de desarrollarse con la máxima celeridad y, en todo caso, dentro del plazo máximo de quince
días. En verdad la propia configuración del precepto no favorece la consecución de un acuerdo
en un escenario en el que cada parte valora legítimamente sus intereses con parámetros dis-
tintos: mientras la persona trabajadora formula sus demandas en clave de necesidades perso-
nales y familiares, la empresa las pondera primordialmente en términos de costes y beneficios37.
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30 En esta línea, recientemente, la STS 24 septiembre 2025 (rec. 917/2024). 
31 Recuerda la STSJ Andalucía, 13 noviembre 2025 (rec. 2755/2024), que el derecho subjetivo del art. 34.8 ET
«nunca puede verse limitado por lo acordado en negociación colectiva que en todo caso podrá mejorar las con-
diciones que las leyes establecen a favor de los trabajadores, pero nunca empeorarlas». 
32 STSJ Canarias, 14 octubre 2025 (rec. 598/2025). 
33 STSJ Madrid, 14 noviembre 2025 (rec. 177/2025). 
34 Vid. RODRÍGUEZ PASTOR, G. E., La conciliación de la vida familiar y laboral: un derecho en evolución cons-
tante, Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, p. 114. 
35 STSJ Aragón, 11 febrero 2025 (rec. 1062/2024). 
36 Se ha entendido cumplido el deber de negociación cuando ha existido un intercambio efectivo de comunicacio-
nes a través de correos electrónicos en los que la empresa valora la propuesta de la persona trabajadora y le for-
mula alternativas concretas (STSJ Castilla y León, 27 julio 2023, rec. 1562/2022). 
37 BLASCO JOVER, C. Problemas y retos pendientes en el ejercicio de los derechos de conciliación. BOE, Madrid,
2025, p.117 (https://www.boe.es/biblioteca_juridica/publicacion.php?id=PUB-DT-2025-372). 
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Ahora bien, el órgano judicial no está obligado a optar entre las propuestas que pudieran haber
barajado los litigantes, puede construir una solución propia, de manera que las partes deberán
asumir el resultado como una contingencia más del litigio38. 

Y en este punto la STS 24 septiembre 2025 (rec. 917/2024) resulta particularmente relevante.
En un supuesto de adaptación de la jornada, sostiene que la apertura del periodo negociador
no es una mera formalidad, sino un componente esencial del propio derecho; de ahí que cuando
la empresa omite por completo dicho requisito, proceda la estimación judicial de la medida so-
licitada, salvo que la petición sea manifiestamente irrazonable o desproporcionada, lo que debe
valorarse caso por caso. Se sanciona así el incumplimiento empresarial con la plena efectividad
de la pretensión, invirtiendo en cierto modo la lógica de la carga argumental. 

A un resultado similar se ha llegado en suplicación cuando la negociación ha sido ficticia o
cuando la negativa empresarial se formula sin un verdadero diálogo e intercambio de alternati-
vas39. Sin embargo, otras resoluciones han aplicado un canon menos exigente, como la STSJ
Castilla y León, 6 octubre 2025 (rec. 2243/2025) al considerar suficiente, para apreciar la exis-
tencia de negociación, que la empresa solicite documentación complementaria sobre la situación
familiar y laboral y cierre el procedimiento con una negativa motivada, aun cuando la opción
ofrecida sea limitada, entendiendo que el art. 34.8 ET no obliga siempre a una propuesta alter-
nativa de entidad. Con todo, es importante reparar en que, si la empresa no motiva su oposición,
se presume la concesión de lo solicitado —silencio positivo que incita a la empresa a responder
de forma explícita y en el plazo estipulado, de modo que la parte empresarial no podrá alegar
posteriormente, en un posible proceso judicial, necesidades organizativas y/o productivas no
expuestas durante la negociación con el trabajador—40. No obstante, rechazaba la STSJ Anda-
lucía, 12 junio 2024 (rec. 1785/2024) que dicha presunción opere de manera automática, iuris
et de iure, ante cualquier solicitud de adaptación que no respete los requisitos materiales que
cabe extraer del art. 34.8 ET. Es decir, la falta de contestación empresarial en plazo no puede
sustituir la acreditación de las circunstancias que legitiman la medida. De admitirse lo contrario,
la presunción acabaría desnaturalizando el juicio de proporcionalidad que el art. 34.8 ET impone. 

B) Criterios materiales: razonabilidad, proporcionalidad y estándar probatorio 

Junto a los aspectos procedimentales, la persona solicitante debe acreditar de manera su-
ficiente y fundada las razones de conciliación alegadas respecto de alguno de los sujetos cau-
santes previstos en la norma41. Cuando se trate de menores con más de doce años, del cónyuge
o pareja de hecho, familiares por consanguinidad hasta el segundo grado y otros convivientes,
la justificación ha de ser reforzada, atendiendo a la necesidad de cuidado y a las circunstancias
concretas que fundamentan la solicitud. En esta línea, la STSJ Andalucía, 5 noviembre 2025
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38 Como subraya la STSJ Andalucía, 16 mayo 2024 (rec. 1557/2024), «el modelo no incentiva la negociación pues
no hay incentivo alguno al acuerdo en cuanto las partes se lo jugarán al azar de lo que decida el juez al no operar
la aversión a la pérdida; y esto sin introducir los costes de litigación que nos llevaría a otra reflexión, repetimos
por el vacío de la norma convencional y la mala configuración del art. 34.8 ET». 
39 STSJ Canarias, 27 junio 2024 (rec. 343/2024); STSJ Galicia, 10 octubre 2025 (rec. 2377/2025) o la STSJ Ara-
gón, 11 febrero 2025 (rec. 1062/2024). En la reciente STSJ Murcia, 5 noviembre 2025 (rec. 231/2025), se estima
la pretensión del demandante relativa a la ampliación del teletrabajo que ya disfrutaba, al tener en cuenta que la
empresa no abrió un «auténtico proceso de negociación pues solo consta una reunión que resultó infructuosa,
sin más intentos por parte de la empresa de llegar a un acuerdo». 
40 RODRÍGUEZ ESCANCIANO, S. y PRIETO PÉREZ, T., «Flexibilidad horaria y locativa por razones de concilia-
ción familiar: el papel de la negociación colectiva», en FERNÁNDEZ DOMÍNGUEZ, J. J. y ÁLVAREZ CUESTA, H.
(dirs.), La inclusión social a través de la renovación de elementos de estructura, relación y contenido en la nego-
ciación colectiva. Protagonistas de la negociación y nuevos contenidos esenciales, Tirant lo Blanch, Valencia,
2025, p. 471. 
41 Entre otras, STSJ Andalucía, 13 enero 2022 (rec. 4073/2021), STSJ Madrid, 30 septiembre 2022 (rec. 240/2022),
STSJ Cataluña, 5 abril 2024 (rec. 4417/2023) o la STSJ Andalucía, 16 mayo 2024 (rec. 1557/2024). 
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(rec. 2964/2023) atiende la solicitud de adaptación por las circunstancias específicas del menor
(de quince años, pero con discapacidad y necesidad de atención personalizada) y aplica ana-
lógicamente el art. 37.6 ET en una lectura integradora de ambos preceptos estatutarios y en
coherencia con la finalidad constitucional de protección de la vida familiar42. 

La medida de adaptación debe ser razonable y proporcionada, idónea para la finalidad de
protección invocada y no constitutiva de una pretensión desmesurada o desvinculada del interés
jurídicamente tutelado43. La doctrina judicial ha precisado, además, que la elección personal de
residir en otra localidad distinta de aquella en la que se encuentra el centro de trabajo «en ningún
caso puede condicionar al empleador a adoptar unas medidas extraordinarias»44. La norma
prevé, en suma, una ponderación entre las necesidades organizativas y productivas de la em-
presa, junto a las «necesidades de cuidado» expuestas por la persona trabajadora (expresión,
esta última, ciertamente ambigua, lo que obligará a ser apreciada caso por caso, tomando como
referencia inicial la situación concretamente expuesta por la persona solicitante)45. 

No faltan sentencias que acogen un entendimiento particularmente estricto del nexo entre
teletrabajo y conciliación, en la medida en que tienden a apreciar la utilidad conciliatoria del tra-
bajo remoto sólo cuando viene acompañado de una adaptación horaria, cuestionando que la
medida solicitada pueda contribuir efectivamente al cuidado por el único hecho de que la per-
sona teletrabaje46. Este planteamiento puede llevar incluso a presumir la realización de las tareas
de cuidado durante el mismo tiempo destinado a trabajar en remoto, lo que se traduciría en un
claro perjuicio productivo para la empresa; si bien obvia otras ventajas propias del teletrabajo
que, aun sin alterarse la franja horaria de prestación, pueden resultar decisivas para hacer frente
a las cargas familiares, como la supresión de tiempos de desplazamiento, la capacidad de rápida
reacción ante contingencias sobrevenidas y la disponibilidad inmediata para atender imprevistos
verdaderamente compatibles con el desarrollo de la actividad. 

Desde luego, la doctrina judicial ha venido confirmando que el ejercicio del derecho de adap-
tación del art. 34.8 ET no se satisface con la simple invocación de la existencia de responsabi-
lidades familiares, sino que requiere una explicación suficientemente individualizada de las
necesidades concretas y de cómo la modalidad de teletrabajo solicitada las atiende, de manera
que se posibilite una verdadera ponderación frente a las razones organizativas alegadas. Ahora
bien, a mi juicio, la impronta constitucional de los derechos de conciliación debe conducir a una
interpretación amplia de las circunstancias familiares convenientemente alegadas, así como al
reconocimiento del papel del teletrabajo como mecanismo de gestión de cuidados y contingen-
cias47; lo que habría de traducirse en una exigencia correlativa de mayor intensidad justificativa
para la oposición empresarial, que habría de acreditar de forma reforzada por qué la medida
resulta irrazonable o desproporcionada en el caso concreto48. Obrar de otra manera llevaría a
enjuiciar este tipo de supuestos bajo premisas fácticas erróneas.
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42 En sentido contrario, la STSJ Castilla y León, 25 septiembre 2023 (rec. 1140/2023) rechaza la solicitud para el
cuidado de un hijo de veinte años afectado de discapacidad y una enfermedad grave por la imposibilidad del te-
letrabajo, principalmente, porque el cliente (Vodafone) no permite conexión fuera del centro de trabajo.
43 STSJ Madrid, 30 septiembre 2022 (rec. 240/2022).
44 STSJ Andalucía, 27 noviembre 2025 (rec. 3005/2024).
45 Propone una lectura restrictiva que la limite a supuestos de ayuda y acompañamiento especialmente intensos
o graves, BLASCO JOVER, C., «Cuando se cierra una puerta se abre una ventana: el RD Ley 5/2023 salva in ex-
tremis la esencia de la Ley de Familias», Lex Social. Revista de Derechos Sociales, vol. 13, n.º 2, 2023, pp. 14-
15. Opinión discrepante en MARTÍNEZ MORENO, C., «La adaptación de la jornada con fines de conciliación en
el RDL 5/2023 ¿El progreso de un derecho aún incompleto?», Revista Derecho Social y Empresa, n.º 19, 2023,
pp. 36-37. 
46 STSJ Andalucía, 17 noviembre 2025 (rec. 2779/2024). 
47 Así en SSTS 26 abril 2023 (rec. 1040/2020), 22 febrero 2024 (rec. 322/2021) y 24 septiembre 2025 (rec.
917/2024), con remisión a la doctrina constitucional, entre otras, de las SSTC 26/2011 y 153/2021. 
48 Especialmente útil en esta dirección resulta la STSJ Canarias, 14 octubre 2025 (rec. 598/2025), pues indica
que el hecho de que la solicitud de teletrabajo no venga acompañada de ninguna medida de adaptación de jornada
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En este sentido, a salvo de los supuestos de ejercicio abusivo del derecho por parte del so-
licitante49, en suplicación se ha valorado la actuación diligente de la persona trabajadora (apor-
tando la información relevante para graduar todas las circunstancias en juego, tanto el impacto
sobre la organización empresarial, como la situación del sujeto cuidado, las propias condiciones
personales y profesionales, así como la concreción horaria o modal de la adaptación pretendida)
para requerir la presencia de una «causa organizativa reforzada» que fundamente la negativa
empresarial. Se ha entendido que, si se carece de la misma, el art. 34.8 ET prioriza la posición
del titular del derecho de conciliación a la adaptación razonable50. De modo que no bastan ra-
zones productivas u organizativas genéricas, ni la mera conveniencia51, pues sólo cabría la ne-
gativa si el trabajo en remoto, no sólo resulta molesto (es previsible que los cambios no
planificados con antelación comporten desajustes no deseados), sino también especialmente
gravoso52, capaz de provocar un perjuicio real, objetivo y significativo, ya sea por el tamaño de
la empresa, la estructura de la plantilla, el grado de especialización del solicitante o el menos-
cabo relevante a los derechos de terceros trabajadores53. Todo ello, sin perjuicio de que se ten-
gan en cuenta otras circunstancias objetivas como, por ejemplo, una imposibilidad técnica
relevante o inviabilidad por la naturaleza de las tareas realizadas54 y, en el ámbito de la Admi-
nistración, la considerable afectación al servicio público55. 

C) La corresponsabilidad familiar y los límites a la injerencia empresarial

Una de las cuestiones más conflictivas es si cabe exigir, para aceptar la solicitud de teletra-
bajo, que la labor de cuidado no la pueda realizar una persona distinta, como el otro progenitor
en caso del cuidado de hijos. Algunos pronunciamientos judiciales así lo han entendido56, si bien
debe recordarse que el art. 34.8 ET configura un derecho estrictamente individual y personalí-
simo, de manera que la empresa no puede fundar la denegación de la adaptación en que existan
familiares que «podrían» hacerse cargo de los cuidados. Ese factor es, en principio, irrelevante
para la identificación del derecho. A su vez, la indagación sobre la posibilidad de compartir las
cargas familiares, amén de comprometer el derecho a la intimidad, excede de lo previsto por la
norma, la cual no ha pretendido «únicamente dar cobertura a supuestos de desamparo o des-
protección manifiesta del hijo o hija menor en situaciones en que no tenga quien se pueda hacer
cargo o cuidar del mismo»57. El foco debe situarse en si la empresa, por razones objetivas (or-
ganizativas o productivas) puede o no asumir la medida solicitada, y no en si la persona traba-
jadora dispone de «alternativas» en su entorno familiar o social (normalmente abuelos o, incluso,
otros hijos mayores de edad). 

Dicho esto, las dudas se intensifican cuando se introduce el principio de corresponsabilidad
como criterio hermenéutico para resolver estos litigios, con apoyo, entre otros, de los arts. 4 y
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«puede llevar a cuestionar la relación de la medida solicitada con la necesidad acreditada de cuidados», pero lo
cierto es que, acreditada la necesidad de conciliación del trabajador y la viabilidad de teletrabajo híbrido, es la
empresa la que debe presentar una prueba sólida del daño organizativo o productivo que desaconsejan la petición
de teletrabajo efectuado. 
49 Vid. la STSJ Galicia, 19 marzo 2024 (rec. 3044/2023). 
50 Entre las más recientes, por todas, la STSJ Canarias, 27 febrero 2025 (rec. 1760/2024), STSJ Castilla y León,
6 octubre 2025 (rec. 2243/2025) y STSJ Asturias, 16 de mayo de 2024 (rec. 85/2024). 
51 CABEZA PEREIRO, J. y CARDONA RUBERT, M.ª B., «Derechos digitales con perspectiva de género…», cit.,
pp. 125-126. Entre los pronunciamientos judiciales, por todos, STSJ Asturias, 19 abril 2022 (rec. 318/2022).
52 STSJ Andalucía, 5 noviembre 2025 (rec. 2964/2023).
53 Vid. MERINO SEGOVIA, A.; AGIS DASILVA, M.; CABEZA PEREIRO, J.; FERNÁNDEZ PROL, F. y FERRADANS
CARAMÉS, C., «Comentario de jurisprudencia del Tribunal Supremo. Segundo trimestre de 2023», Revista de
Derecho Social, n.º 103, 2023, p. 191. 
54 SSTSJ Castilla-La Mancha, 21 diciembre 2023 (rec. 1829/2022). 
55 Por todas, STSJ Galicia, 1 octubre 2025 (rec. 5992/2024) y STSJ Andalucía, 13 noviembre 2025 (rec.
2755/2024). 
56 Entre otras, SSTSJ País Vasco, 18 diciembre 2018 (rec. 2392/2018) y 17 mayo 2023 (rec. 2709/2022). 
57 STSJ Galicia, 22 noviembre 2023 (rec. 3340/2023).
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44 LOI, así como en la evolución normativa reciente que supuso el RDL 5/2023. En el supuesto
de que una trabajadora asuma voluntariamente responsabilidades de cuidado en exclusiva y
ejerza el derecho del art. 34.8 ET, la ponderación de los intereses en juego exige determinar
hasta qué punto esa opción vital ha de ser tomada en consideración y en qué medida cabría
trasladar íntegramente a la empleadora el perjuicio que pudiera derivarse de la propuesta de
adaptación58. Precisamente acoge este criterio la STSJ Castilla-La Mancha, 25 mayo 2023 (rec.
792/2022) donde, en aplicación del principio de corresponsabilidad, entiende que, si la pareja
de la solicitante no aspira a un derecho similar que permita un reparto equilibrado de las res-
ponsabilidades familiares, no debe pretenderse que la integridad del perjuicio derivado de la
adaptación deba recaer exclusivamente sobre la empresa59. 

Este enfoque encuentra apoyo en cierta jurisprudencia que, tras recordar la doctrina consti-
tucional sobre igualdad y corresponsabilidad, sostiene que la información relevante para valorar
la adaptación puede alcanzar a las circunstancias del otro progenitor60. Así, la STSJ Castilla y
León, 25 septiembre 2023 (rec. 1140/2023) afirma que la empresa, al recabar información sobre
los aspectos laborales, personales y familiares del otro progenitor, no se habría extralimitado
en sus facultades negociadoras ni se habría inmiscuido indebidamente en la vida privada de la
trabajadora, y rechaza la solicitud, entre otras razones, porque «nada se acredita respecto de
las posibilidades horarias del otro progenitor»61. Poco después, esta Sala en sentencia de 6 oc-
tubre 2025 (rec. 2243/2025) considera que la información relevante en estos casos se extiende
también a la concreta realidad y disponibilidad de los dos miembros de la pareja, con referencia
expresa a las SSTC 26/2011, de 14 de marzo, y 119/2021, de 31 de mayo62. Entre la doctrina
se ha señalado, de igual modo, que a «la hora de interpretar el alcance de los derechos de con-
ciliación debe prevalecer siempre un planteamiento que fomente la asunción equilibrada de las
responsabilidades familiares», sin olvidar el propósito de la reforma del art. 34.8 ET en la línea
de la Directiva 2019/1158, y ello porque «la aportación de datos relacionados con la situación
laboral del otro progenitor está muy lejos de ser una exigencia que limite el derecho de adapta-
ción como derecho personalísimo. Estamos hablando de un derecho de conciliación que nece-
sariamente debe ser interpretado en clave de corresponsabilidad»63. 
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58 La solicitud puede partir, evidentemente, de un varón. La STSJ Madrid, 16 noviembre 2022 (rec. 584/2020) en-
juicia la denegación empresarial de la solicitud formulada por el padre, debido a que la madre contaba con mayores
posibilidades de conciliación por disponer de un horario flexible. 
59 Consúltense también las SSTSJ Islas Canarias, 12 septiembre 2022 (rec. 759/2022) y 27 febrero 2025
(rec.1760/2024), STSJ Castilla y León, 2 octubre 2023 (rec.1195/2023) y STSJ Galicia, 13 noviembre 2023 (rec.
3621/2023). 
60 Sostiene la STS 26 abril 2023 (rec. 1040/2020), con relación al derecho de reducción de jornada, que «cierta-
mente, el artículo 37.6 ET configura el derecho a la reducción de jornada por guarda legal como un derecho indi-
vidual. Pero de ahí no se puede deducir que no se deba considerar la situación del otro progenitor». 
61 En términos análogos se expresa la STSJ Canarias, 27 febrero 2025 (rec. 1760/2024) y STSJ Andalucía, 27
noviembre 2025 (rec. 3005/2024). 
62 Aunque tal y como señala MOLINA NAVARRETE, dichos pronunciamientos no entran a «analizar con detalle
esta cuestión, con lo que la deja en la penumbra. Por tanto, no contamos con una posición cierta del TC» sobre
el tema que nos ocupa. Así en «”Garantías multinivel” y “perspectiva de diversidad (género, discapacidad, infan-
cia)” en el enjuiciamiento de los asuntos sociolaborales: avances y resistencias… y algún exceso», Revista de
Trabajo y Seguridad Social. CEF, n.º 486, 2025, p. 79. 
63 LÓPEZ BALAGUER, M., «El impacto de las tareas de cuidado en la relación laboral: la adaptación del tiempo
y la forma de la prestación» Lan Harremanak, n.º 52, 2024, p. 114 (https://doi.org/10.1387/lan-harremanak.27107).
Así, también, GARCÍA GIL, M. B., Derechos de las personas trabajadoras y tiempo de trabajo, Laborum, Murcia,
2025, p. 100 («es igualmente un factor que debe ser considerado, y no precisamente secundario que, desde la
perspectiva de una efectiva igualdad de hombres y mujeres en el ámbito laboral, la mujer no deba considerarse
en el mercado de trabajo, como la única que de manera exclusiva y sistemática asume las responsabilidades
asociadas al cuidado familiar, fuera de los casos en que la normativa prevé derechos expresos irrenunciables
para los varones»). 
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Con todo, considero que la extensión del foco hacia la «unidad familiar» entraña un impor-
tante riesgo que no conviene minusvalorar: el principio de corresponsabilidad podría terminar
siendo empleado para desactivar el derecho de quien acude al procedimiento, trasladando el
debate desde la razonabilidad organizativa hacia una suerte de «gestión judicial» de la vida fa-
miliar. En el fondo, como se ha afirmado, «crea obstáculos en vez de removerlos»64. La STSJ
Madrid, 16 junio 2025 (rec. 394/2025) resulta especialmente ilustrativa al emplazar la carga pro-
batoria en su debido lugar. Subraya entonces que es la empresa la que tiene que acreditar per-
juicios objetivos y relevantes para la organización, sin que la ponderación judicial deba
descansar en consideraciones estereotipadas sobre la disponibilidad del otro progenitor que
desde un enfoque ciertamente paternalista pudiera conducir a que sea la empresa quien diseñe
el reparto de cuidados dentro de la pareja65. Relevante también resulta el supuesto resuelto por
la STSJ Canarias, 18 enero 2024 (rec. 1134/2023), donde se resuelve el caso de una empresa
que contrató a un detective para seguir a la trabajadora solicitante y a su marido con el fin de
comprobar sus circunstancias familiares. Aunque la prueba no fue impugnada y el tribunal no
se pronuncia de forma directa sobre su licitud, el caso evidencia claramente la deriva proble-
mática de determinadas prácticas de fiscalización empresarial, difícilmente compatibles con
la protección de la intimidad, la dignidad y con la eliminación de estereotipos de género. En
este sentido, se ha señalado, tales prácticas no solo resultan desproporcionadas, sino que
pueden expresar formas de violencia estructural en el ámbito laboral, al recaer de manera
predominante sobre mujeres y convertir el ejercicio del derecho en un proceso de escrutinio
de la vida privada66.

En síntesis, el tratamiento judicial está dividido en torno a la consideración de las circuns-
tancias de la unidad familiar como elemento de ponderación de la razonabilidad y proporciona-
lidad. Ahora bien, como punto de partida no puede olvidarse que el legislador no aborda este
tema desde la perspectiva de la corresponsabilidad (podría haber previsto criterios de alternan-
cia o límites a la solicitud reiterada por la misma persona cuidadora, pero no lo ha hecho)67. Por
tanto, no corresponde a la empresa ni al órgano judicial erigirse en «guardianes de la corres-
ponsabilidad» tratando de corregir los sesgos de género por medio de injerencias en la concreta
esfera familiar de las personas trabajadoras que, además, a lo que podría conducir es a priorizar
unos modelos de familia sobre otros y a fiscalizar decisiones puramente privadas. Como re-
cuerda la STSJ Madrid, 15 septiembre 2023 (rec. 74/2023), lo decisivo en estos casos es que
concurra una carga real de cuidado y que el trabajo presencial dificulte atenderla. Todo ello, claro
está, sin perjuicio de que el solicitante pueda servirse de la ausencia de alternativa familiar o de
las dificultades del otro progenitor para conciliar a fin de «justificar la razón de su derecho»68. 
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64 MOLINA NAVARRETE, C., «”Garantías multinivel…», cit., p. 79. 
65 En este supuesto, sobre la elección de turnos de trabajo, señala la Sala que la empresa sugiere una «fórmula
de cuidado que, desde luego, no le incumbe». Deniega, no obstante, la indemnización solicitada porque la traba-
jadora estaba en situación de incapacidad temporal desde la solicitud y no se produjeron daños efectivos en sus
necesidades de conciliación durante ese periodo. Entre la doctrina, vid. también ROJO TORRECILLA, E., «Dere-
cho de conciliación de la vida laboral, personal y familiar. Cuando un TSJ desmonta de manera absoluta los ar-
gumentos de un JS. Notas a la sentencia del TSJ de Madrid de 16 de junio de 2025 (y una previa sobre búsqueda
de sentencias a través de la IA)», entrada a su blog, 31 de agosto de 2025 y VIQUEIRA PÉREZ, C., «Límites a
la adaptación de jornada para la conciliación de la vida familiar (art. 34.8 ET)», Revista de Jurisprudencia Laboral,
n.º 4, 2021, pp. 7-8.
66 Vid. POYATOS I MATAS, G., «Atreverse a cuidar sin dejar de trabajar y sin intromisión en la intimidad familiar.
¿Misión imposible? Comentario a la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Canarias/Las Palmas de 18
de enero de 2024 (rec. 1134/2023)», Revista de Trabajo y Seguridad Social. CEF, n.º 479, 2024, p. 184. 
67 Vid. IGARTUA MIRÓ, M.ª T., «Novedades en la adaptación de ‘jornada’ por conciliación tras el RDL 5/2023: Al-
gunos avances hacia una flexibilidad más equilibrada», Revista Derecho Social y Empresa, n.º 19, 2023, p. 103.
68 La STSJ Madrid, 15 septiembre 2023 (rec. 74/2023) subraya que la empresa no puede pretender que «se entre
a analizar cómo esta organiza el cuidado del hijo/a o familiar con su cónyuge o pareja, o en su caso con otras
personas de la familia (los abuelos). Sería permitir a la empresa la intromisión en la vida privada de matrimonios
y parejas, convirtiéndola en una suerte de guardián de la corresponsabilidad». 
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Se aprecia, no obstante, una posición intermedia que admite que la justificación sobre la ra-
zonabilidad y proporcionalidad de la adaptación solicitada pueda ser graduada o ajustada aten-
diendo la situación laboral del otro progenitor, o incluso la existencia de otras personas
cuidadoras, únicamente en supuestos especialmente complejos y con perjuicios relevantes para
la organización empresarial o el proceso productivo, con posibles repercusiones para otros tra-
bajadores69. Aunque lo cierto es que modular el esfuerzo probatorio en dichos términos resulta
en estos casos redundante, pues debe repararse en que, siempre que la adaptación pedida
perjudique seriamente los intereses empresariales, comporte considerables dificultades orga-
nizativas o resulte inviable desde el punto de vista productivo, la empresa podrá denegar la so-
licitud mediante una motivación suficiente, sin que sea necesario trasladar a la persona
trabajadora una carga argumental añadida sobre el reparto interno de los cuidados70.

D) Perspectiva de género y dimensión indemnizatoria

Por último, los litigios en torno al art. 34.8 ET se sitúan en la intersección del derecho de
conciliación y la tutela antidiscriminatoria, en la medida en que existe un reparto desigual de los
cuidados. Es sabido que en caso de conflicto entre la empresa y la persona trabajadora derivado
de la denegación o de la discrepancia respecto de la propuesta de adaptación, la persona tra-
bajadora dispone de veinte días para formular demanda ante el Juzgado de lo Social compe-
tente. Junto a la pretensión principal cabe acumular una reclamación de daños y perjuicios
derivados de la decisión negativa empresarial o de la dilación en la efectividad de la medida. La
estimación de la acción resarcitoria exige a la persona trabajadora alegar, probar y cuantificar
los daños, de modo que la falta de acreditación o concreción del perjuicio conduce a la deses-
timación de la pretensión indemnizatoria. Repárese, además, en la dimensión constitucional del
precepto estatutario y en que cabe la acumulación de una pretensión de indemnización por
daño moral al amparo del art. 183 LJS cuando se alegue lesión de un derecho fundamental71.
Ahora bien, dado que el marco normativo faculta a la empresa para proponer alternativas o re-
chazar justificadamente la adaptación interesada72, la negativa empresarial no comporta por sí
misma una vulneración de derechos fundamentales. Para que dicha pretensión prospere será
preciso la aportación de indicios de lesión, correspondiendo en ese caso a la empresa la justi-
ficación de su actuación mediante razones objetivas y proporcionadas.

En este contexto la mayor parte de la doctrina distingue la infracción del art. 34.8 ET y el
ilícito constitucional por la conculcación del art 14 CE73. En consecuencia, aunque se estimara
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69 En todo caso, se entiende, «esta apertura en el alcance del examen es limitada, a fin de evitar la intromisión en
la esfera de privacidad de las personas afectadas, y no habilita a la empresa o al juzgador para presentar un plan
o medidas de conciliación familiar alternativos que involucren al cónyuge o pareja del titular del derecho» (SSTSJ
Asturias, 30 enero 2024, rec. 559/2022 y 21 octubre 2025, rec. 1681/2025). Entre la doctrina, recientemente,
BLASCO JOVER, C., Problemas y retos pendientes…, cit., p. 146 («la valoración de la situación del otro progenitor
o, al límite, de la existencia de otras personas que podrían cuidar vendría a ser un variable que, ante una concreta
y muy determinada situación complicada de gestión que tuviera el potencial para ocasionar importantes repercu-
siones en la empresa, podría nivelar la balanza hacia, por decirlo de esta forma, el mal menor»). 
70 Considera IGARTUA MIRÓ que, si la empresa dispone de razones suficientes para denegar razonablemente
la solicitud, la decisión se sostiene sin necesidad de acudir al criterio de corresponsabilidad; e, igualmente, si la
decisión empresarial no está justificada y procede reconocer el derecho, la apelación a la corresponsabilidad tam-
poco introduce un elemento determinante. Así en «Novedades en la adaptación…», cit., p. 103.
71 Tal y como advierte la STS 17 diciembre 2025 (rec. 408/2025), ante una vulneración de un derecho fundamental,
la indemnización por daño moral ha de ser fijada por el órgano judicial cuando resulte difícil para la parte actora
establecer las bases de su cuantificación, admitiendo como criterio orientador los importes de la LISOS, atendidas
las circunstancias del caso.
72 La STSJ Cantabria, 24 enero 2025 (rec. 4/2025) rechaza una indemnización por daño moral por haber existido
una negociación previa de buena fe y no haberse aportado indicios suficientes de vulneración de derechos fun-
damentales. 
73 Sobre el diferente trato que en esta cuestión han de merecer el art. 34.8 ET y el art. 37.7 ET, vid. TODOLÍ SIG-
NES, A., «La denegación de la concreción horaria por conciliación no da derecho a indemnización por vulneración
de DDFF de forma automática (STS 25/05/2023)», Blog Argumentos en Derecho Laboral, de 15 septiembre 2023. 

DL entera 136_Maquetación 1  12/02/26  09:45  Página 42



la pretensión principal de adaptación, ello no comportaría automáticamente la apreciación de
discriminación ni la procedencia de una condena indemnizatoria por daño moral. Así, las SSTS
25 mayo 2023 (rec. 1602/2020) y 12 septiembre 2024 (rec. 550/202174, con apoyo en la STC
153/2021, defienden que la mera insuficiencia de la motivación empresarial desde la perspectiva
de la legalidad ordinaria no equivale necesariamente a una lesión constitucional indemnizable.
De modo que razones organizativas o productivas, aun siendo consideradas insuficientes, pue-
den operar como razones objetivas que impiden inferir automáticamente la transgresión cons-
titucional. Por su parte, la reciente STSJ Canarias, 14 octubre 2025 (rec. 598/2025), con voto
particular de la magistrada Poyatos Matas, toma en consideración que la empresa ofreció una
respuesta formalmente motivada y, además, la conexión de dicha decisión denegatoria con un
acuerdo colectivo de teletrabajo, para descartar la concurrencia de un móvil discriminatorio y,
por ende, revocar la indemnización impuesta por daño moral.

Ahora bien, no cabe desconocer que la conciliación sigue estando marcada por la feminiza-
ción de los cuidados. La STS 22 febrero 2024 (rec. 322/2021) recuerda que la restricción del
ejercicio de derechos de conciliación puede constituir discriminación indirecta por razón de sexo
cuando, en un contexto de reparto desigual del cuidado, proyecta consecuencias laborales des-
favorables sobre quienes los ejercitan (en la práctica, predominantemente mujeres), salvo que
la empleadora pruebe una justificación objetiva y proporcionada. Precisamente, la doctrina ha
advertido del riesgo de «banalizar» la dimensión antidiscriminatoria en este tipo de litigios para
situarlos en el terreno de la mera legalidad ordinaria del art. 34.8 ET (razonabilidad de la solici-
tud, corrección de la negociación y suficiencia de la motivación). Así ha sucedido cuando las
denegaciones enjuiciadas, aun obstaculizando indebidamente la igualdad por resultar «perjudi-
ciales en clave de género», no son tratadas por el órgano judicial como supuestos de discrimi-
nación indirecta y se eleva el umbral probatorio para exigir que quede acreditado un ánimo
discriminatorio75. 

No podemos sino disentir de dicho patrón interpretativo y subrayar que la ausencia de in-
tencionalidad no es suficiente para neutralizar la dimensión constitucional del conflicto cuando
la negativa empresarial ha sido declarada injustificada. En estos supuestos el centro de grave-
dad debe situarse en la prueba indiciaria y la ausencia de causas reales y suficientes que jus-
tifiquen el rechazo de la propuesta efectuada es ya un indicio que ha de operar para declarar
lesionado el derecho constitucional. Existe en este sentido un apoyo normativo muy concreto:
la reforma del art. 4.1 c) ET por el RDL 5/2023, pues integra expresamente el trato desfavorable
por ejercicio de derechos de conciliación y corresponsabilidad en el marco antidiscriminatorio;
y ello es así también cuando afecta a los varones que asumen roles de cuidado tradicionalmente
feminizados, pues aunque dichas trabas u obstáculos no constituyan una desventaja histórica
para éstos, sí que operan como mecanismo de perpetuación del rol tradicional de cuidadoras
asignado a las mujeres reforzando la discriminación por razón de sexo76. De ahí que la discri-
minación vinculada al ejercicio de los derechos de conciliación se proyecte inevitablemente tam-
bién sobre el art. 34.8 ET. 

En todo caso, el esquema de tutela aplicable debe ser coherente con la prueba indiciaria y
con una valoración judicial exigente de la objetividad y proporcionalidad de las razones empre-
sariales. Desde esta perspectiva, resultan especialmente reprochables las conductas obstruc-
cionistas77, en referencia a todas aquellas que pretendan vaciar de contenido la solicitud de
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74 Donde se señala que «no debe reconocerse una indemnización que se vincula a una vulneración del derecho
a la no discriminación por razón de sexo cuando dicha vulneración no ha quedado acreditada. Distinta es la in-
demnización a que se refiere el artículo 139.1 a) LJS, que se vincula a los daños y perjuicios causados a la persona
trabajadora ‘exclusivamente’ por los derivados de la negativa de la medida de conciliación solicitada o de la demora
en la efectividad de la medida». 
75 Vid. MOLINA NAVARRETE, C., «”Garantías multinivel…», cit., pp. 54 y 79. 
76 MARTÍNEZ MORENO, C., «La adaptación de la jornada…», cit., p. 35. 
77 BLASCO JOVER, C., Problemas y retos pendientes…, cit., p. 152.
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teletrabajo como medida de conciliación ex art. 34.8 ET: la denegación en contradicción con los
criterios pactados convencionalmente o la claramente inmotivada78, la negociación meramente
dilatoria, el silencio o los aplazamientos sucesivos para abordar la solicitud, así como la oferta
de alternativas claramente irrazonables. En tales supuestos, donde se ven envueltos cuidados
especialmente feminizados, nos encontramos ya con indicios relevantes a tener en cuenta (pre-
cisamente por el contexto de desigualdad estructural en los que operan). Esa forma de res-
puesta (o su ausencia) revela una resistencia empresarial incompatible con la efectividad del
derecho de conciliación y desplaza el foco hacia la exigencia de una explicación verdadera y
verificable. La clave, por tanto, no está en suprimir el enjuiciamiento constitucional, sino en pre-
cisar cuándo concurren indicios suficientemente cualificados y cuándo la empresa logra, o no,
desactivarlos mediante una justificación organizativa real, concreta y proporcionada. Si dicha
prueba no se satisface, la tutela resarcitoria, incluida la indemnización por daño moral, debe
ser un presupuesto necesario para preservar la efectividad del derecho y evitar que la concul-
cación del art. 34.8 ET se reduzca a un coste estratégicamente asumible sin cumplir, por tanto,
la función disuasoria que le es propia frente a toda actuación que resulte injustamente contraria
a la conciliación y la corresponsabilidad en este ámbito79.  

5. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS EN TORNO AL TELETRABAJO CORRESPON-
SABLE

Es importante recalcar que el teletrabajo no asegura, de forma inherente, una mejora efectiva
de la conciliación, sino que constituye una modalidad organizativa cuyo efecto en este ámbito
depende de su concreta configuración y de su gestión. En este sentido, las previsiones legales
representan una condición necesaria, aunque no suficiente, para garantizar resultados satis-
factorios en este aspecto. El propio art. 34.8 ET remite expresamente a la negociación colectiva,
y el art. 8.3 LTD encomienda a los convenios y acuerdos colectivos la concreción de los meca-
nismos y criterios de tránsito entre trabajo presencial y a distancia, así como la fijación de prio-
ridades de acceso por razones de conciliación, con una exigencia especialmente relevante:
evitar la reproducción de roles y estereotipos de género y promover la corresponsabilidad. De
ahí que el diseño convencional sea decisivo para impedir que el teletrabajo consolide dinámicas
preexistentes, en particular la atribución preferente de responsabilidades familiares a las muje-
res, algo que ocurriría si se regula pensando en que el trabajo en remoto será utilizado mayo-
ritariamente por ellas con tales fines.

El V Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva (BOE 31 mayo 2023) no proporciona
un marco de referencia suficiente para esta cuestión, pues mantiene un enfoque genérico y sin
pautas concretas. No obstante, aunque su capacidad para corregir inercias históricas sea limi-
tada, la negociación colectiva puede ordenar el acceso al teletrabajo en condiciones razonables
de calidad y protección, actuando al mismo tiempo como palanca de cambio organizativo y cul-
tural. Conviene, por tanto, que la negociación colectiva, atendiendo a cada realidad productiva,
ordene con precisión la flexibilidad temporal, pero también la locativa. En particular, resulta acon-
sejable promover modelos de teletrabajo híbrido con un margen razonable de elección de los
días en remoto y, cuando proceda, el fraccionamiento de la jornada entre trabajo presencial y a
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78 La STSJ Murcia, 5 noviembre 2025 (rec. 231/2025), confirma la indemnización por daño moral en un caso en
el que «quedó constancia que la empresa solo argumentó de manera genérica ‘necesidades del servicio’ que
nunca concretó, máxime cuando según el hecho probado Sexto, construido en base a la prueba testifical, se dice
con toda claridad que de haberse concedido la medida por la empresa esto no hubiera afectado a la empresa en
modo alguno». 
79 El derecho de reparación, expresa POYATOS MATAS en el voto particular a la STSJ Canarias, 14 octubre 2025,
«cuando estamos ante decisiones con impacto nocivo desproporcionado por razón de género ( art. 14 CE), no es
una opción para los poderes del Estado sino una obligación integrada en el principio internacional de diligencia
debida vinculante para quienes juzgamos», de modo que «el derecho al cuidado debe proteger tanto a las per-
sonas cuidadoras, mayoritariamente mujeres, como a aquellas que requieren esos cuidados. Es necesario di-
mensionar su importancia en toda su magnitud y no demeritar su valía».
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distancia. Ahora bien, estas fórmulas deben incorporar cautelas claras para impedir que parte
de la prestación de servicios se efectúe fuera del horario ordinario y se consolide una cultura
de disponibilidad ampliada que, en la práctica, entorpezca la conciliación que se pretende favo-
recer. Resulta por ello esencial garantizar el respeto al derecho a la desconexión digital y la
asignación de cargas de trabajo ajustadas a la jornada pactada, junto a la disposición de horarios
claros y previsibles, pues sólo de este modo se evitará que el teletrabajo actúe como mecanismo
de extensión encubierta de la jornada.

La autonomía colectiva constituye, además, un cauce privilegiado para corregir y perfeccio-
nar las limitaciones del art. 34.8 ET. Puede introducir fórmulas de alternancia, suplencia o per-
muta que repartan los sacrificios organizativos y hagan más viable la admisión de solicitudes
en las empresas. Asimismo, en caso de que se optase por ensanchar el círculo de las personas
beneficiarias (por ejemplo, haciendo mención a los cuidados dirigidos a personas dependientes,
sin mayores precisiones), habría que obrar con prudencia para no reforzar esquemas que con-
soliden la asignación tradicional de cuidados a las mujeres, fijando prioridades transparentes y
objetivas para quienes soporten mayores cargas de cuidado (familias monoparentales, hijos
con necesidades especiales o varios dependientes a cargo). Igualmente, el convenio puede re-
conocer otros intereses personales legítimos, en los términos del art. 8.3 LTD, como fundamento
para acceder al teletrabajo. Ahora bien, cuando existan limitaciones organizativas que obliguen
a restringir el número de personas que teletrabajan, debe preservarse la prioridad de las nece-
sidades de cuidado como razón principal de acceso, sin perjuicio de algunos supuestos espe-
cíficos que merecen una protección reforzada (como las situaciones de riesgo durante el
embarazo, la lactancia o ante supuestos de violencia sexual o de género). 

Cuando el acceso al teletrabajo se articula a través del cauce del artículo 34.8 ET y se supera
el umbral de regularidad previsto en el art. 1 LTD, deben reconocerse los derechos contempla-
dos en los capítulos III y IV de la LTD, pues su exclusión incurriría en un escenario de discrimi-
nación indirecta (art. 4.2, c ET). Pero aun en ausencia de ese nivel de regularidad, la negociación
colectiva puede adoptar una orientación integradora, extendiendo a estos supuestos garantías
protectoras que refuercen la efectividad del derecho a la igualdad y a la no discriminación e, in-
cluso, pactando umbrales de regularidad inferiores a los legales para activar su aplicación. 

Cabe destacar, finalmente, que en contextos de corresponsabilidad ausente el teletrabajo
puede operar como un mecanismo de reproducción de los roles de género, más que como una
vía para aliviar las tareas de cuidado. Por ello es importante que los convenios —y muy espe-
cialmente los planes de igualdad— incorporen actuaciones de sensibilización en este ámbito,
prevean la realización de informes periódicos desagregados por sexo sobre el uso del teletrabajo
con fines de conciliación, revisen los criterios de acceso cuando se detecte un uso estereotipado
y recojan medidas de acción positiva actualizables e incentivos que fomenten una utilización
igualitaria por mujeres y hombres, incluyendo, cuando proceda, mecanismos de alternancia o
reparto de días en parejas que trabajen en la misma empresa. En coherencia con esta lógica,
hay que apreciar que el teletrabajo sólo será un aliado de la igualdad si se conjugan correcta-
mente los condicionantes jurídicos, organizativos y culturales que están aquí implicados y se
aplican con perspectiva de género; de otro modo se corre el riesgo de intensificar desigualdades
preexistentes y de consolidar una feminización de la conciliación que, por sus potenciales efec-
tos discriminatorios, ha de ser atendida con la debida seriedad a la luz del art. 6.2 LOI.
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